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Resumen: el presente trabajo está dedicado a la exposición y 
análisis del desarrollo jurisprudencial que sobre el acceso a 
la justicia y al uso del propio idioma ha realizado el Tribunal 
Constitucional del Perú. Busca reflexionar sobre su contenido, 
dimensiones, límites y la relación que guardan con otros dere-
chos. Destaca la incidencia del derecho al uso del propio idioma 
en el acceso a la justicia, apelando a los principales casos re-
sueltos por el Tribunal, así como a la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. Finalmente, plantea los 
desafíos de la justicia constitucional sobre la materia.

Abstract: this paper is dedicated to the exposition and analy-
sis of the jurisprudential development on access to justice and 
the use of one’s own language by the Peruvian Constitutional 
Court. It seeks to reflect on its content, dimensions, limits and 
the relationship with other rights. It highlights the incidence 
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of the right to use one’s own language in the access to justice, 
appealing to the main cases resolved by the Court, as well as 
to the jurisprudence of the Inter-American Court of Human 
Rights, and finally, it raises the challenges of constitutional jus-
tice on the matter.
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I. Introducción

La diversidad cultural, étnica y lingüística de Iberoamérica es una 
realidad compleja que plantea grandes desafíos y compromisos en 
el ámbito del derecho constitucional. Esta gran diversidad consti-
tuye una riqueza cultural en diversos países, tales como México, 
Guatemala, Bolivia y Perú que cuenta con pueblos indígenas. 

La Constitución Política del Perú (Constitución) no es solo 
una obra normativa, sino que en su dimensión cultural es expre-
sión de un estado de desarrollo cultural, medio de la autorrepre-
sentación cultural del pueblo, espejo de su patrimonio cultural 
y fundamento de sus esperanzas,1 que contiene diversas dispo-
siciones (arts. 2.19, 17, 48, 88, 89, y 149) que se erigen como 
expresión de la identidad cultural fundada en la diversidad. 

Perú cuenta con 55 pueblos indígenas y 48 lenguas origina-
rias, que constituyen la expresión de una identidad colectiva y de 

1	 Häberle, Peter, Teoría de la Constitución como ciencia de la cultura, trad. de 
Emilio Mikunda, Madrid, Tecnos, 2000, p. 34.
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una manera distinta de concebir y de describir la realidad. Estos 
pueblos deben contar con los mecanismos necesarios para hacer 
efectivos sus derechos fundamentales, tales como los derechos 
de acceso a la justicia y al uso del propio idioma.

Al respecto, ambos derechos cuentan con un marco normati-
vo y han sido objeto de un importante desarrollo jurisprudencial 
por parte del Tribunal Constitucional del Perú (Tribunal). En ese 
sentido, el órgano constitucional ha expedido profusa jurispru-
dencia sobre su contenido, dimensiones y límites. Además, este 
órgano constitucional y la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (Corte IDH) han puesto de relieve la existencia de la 
barrera lingüística que obstaculiza el acceso pleno a la justicia 
por parte de los pueblos indígenas.

II. El acceso a la justicia como  
derecho fundamental

En el sistema jurídico peruano el acceso a la justicia constituye 
un derecho fundamental. Como bien específica el Tribunal tiene 
base constitucional, ya que se trata de un contenido implícito del 
derecho a la tutela jurisdiccional, consagrado en el artículo 139.3 
de la Constitución.2 

Para Cappelletti y Garth, el acceso efectivo a la justicia se pue-
de considerar como el requisito más básico —el derecho humano 
más fundamental— en un sistema legal igualitario moderno, que 
pretenda garantizar y no solamente proclamar los derechos de 
todos.3

El Tribunal en reiterada jurisprudencia manifiesta que este 
derecho garantiza que las personas tengan la posibilidad real y 
efectiva de acceder a los órganos jurisdiccionales para que se re-
suelva una situación jurídica, conflicto de derechos o presenta-

2	 Tribunal Constitucional del Perú, expediente 02535-2022-PA/TC, senten-
cia 51/2024 del 17 de julio de 2023, fundamento 3, https://tc.gob.pe/juris-
prudencia/2024/02535-2022-AA.pdf

3	 Cappelletti, Mauro y Garth, Bryant, El acceso a la justicia: la tendencia en el 
movimiento mundial para hacer efectivos los derechos, México, FCE, 1996, p. 13.  
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ción de reclamos en un proceso judicial. Repara que ello no signi-
fica que los jueces se vean obligados a estimar demandas que les 
sean presentadas sino que se dé respuestas a las mismas, ya sea 
estimando o desestimando la pretensión planteada.4

Bajo esta orientación, su contenido protegido no se agota en 
salvaguardar el “derecho al proceso”; es decir, en la facultad de 
activar el aparato jurisdiccional del Estado y que exista un pro-
ceso dentro del cual se pueda dirimir las controversias jurídicas; 
sino que, este proceso debe desarrollarse en el marco de las res-
pectivas garantías procesales. 

El ejercicio del derecho de acceso a la justicia no es absoluto, 
puede ser limitado. Sobre el particular, el Tribunal se ha pronun-
ciado en diversas sentencias. Por ejemplo, en la sentencia 51/2024 
emitida en el expediente 02535-2022-PA/TC advierte que la vali-
dez, de los límites o restricciones que se establezcan, depende de 
que no obstaculicen, impidan o disuadan el acceso del particular a 
un tribunal de justicia. Agregado a ello, observa que la Constitución 
ha reservado esa facultad para el legislador ordinario, quien debe 
respetar el contenido esencial del derecho y considerar que la res-
tricción debe satisfacer los principios de razonabilidad y propor-
cionalidad. También, precisa que esos límites deben interpretarse 
de manera restrictiva, bajo los alcances del principio pro actione.5 

El Nuevo Código Procesal Constitucional del Perú (NCPC), 
en su artículo VIII del Título Preliminar, preceptúa que el con-
tenido y alcances de los derechos constitucionales deben inter-
pretarse de conformidad con la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos, los tratados sobre derechos humanos, así como 
las sentencias adoptadas por los tribunales internacionales sobre 
derechos humanos en los procesos donde el Perú es parte. 

Al respecto, puntualizamos que la Corte IDH es uno de los 
tribunales internacionales a los que alude el mencionado NCPC. 
En este marco, recurrimos a lo desarrollado por la jurisprudencia 
interamericana sobre la materia abordada. Así, en el caso Quis-

4	 Tribunal Constitucional del Perú, Expediente 02535-2022-PA/TC…, cit, 
fundamento 4. STC 03063-2009-PA/TC y STC 01873-2014-PA/TC.

5	 Ibidem, fundamentos 4, 6 y 7.
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pialaya Vilcapoma vs. Perú, la Corte IDH expresa que el acceso a la 
justicia no se agota en la posibilidad de poner en conocimiento de 
las autoridades los hechos sucedidos, sino que es necesario que 
los sistemas de denuncia sean eficaces y deriven en una investi-
gación real y seria, pues de lo contrario carecerían de utilidad.6

Acerca de los límites del derecho de acceso a la justicia, la Cor-
te IDH sostiene en el caso Cantos vs. Argentina que las limitacio-
nes deben guardar correspondencia entre el medio empleado y el 
fin perseguido y no pueden suponer la negación misma de dicho 
derecho.7 Adicionalmente, en el caso Tiu Tojín vs. Guatemala anota 
que cualquier práctica o norma del orden interno que dificulte el 
acceso de los individuos a los tribunales, y que no esté justificada 
por las razonables necesidades de la propia administración de jus-
ticia, debe entenderse contraria al derecho de acceso a la justicia.8 

En suma, el acceso a la justicia es un derecho fundamental y 
un derecho humano; su contenido es amplio y complejo; y, su-
pone la posibilidad de acceder —de manera real y efectiva— a 
la jurisdicción para obtener un pronunciamiento basado en de-
recho y en el marco de un proceso con las respectivas garantías 
procesales. Este acceso a los tribunales para la tutela de los dere-
chos, debe ser libre e igualitario. Por lo que se debe eliminar las 
barreras que limiten, restrinjan o impidan su ejercicio. 

III. El derecho al uso del propio idioma

La Constitución trata los derechos lingüísticos y su relación con 
el accionar del Estado, desde una doble perspectiva. La indivi-

6	 Corte IDH. Caso Quispialaya Vilcapoma vs. Perú. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 23 de noviembre de 2015. 
Serie C, núm. 308, párr. 207, https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articu-
los/seriec_308_esp.pdf 

7	 Corte IDH. Caso Cantos vs. Argentina.  Fondo, Reparaciones y Costas. Sen-
tencia del 28 de noviembre de 2002. Serie C, núm. 97, párr. 54, https://
www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_97_esp.pdf 

8	 Corte IDH. Caso Tiu Tojín vs. Guatemala.  Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia del 26 de noviembre de 2008. Serie C, núm. 190, párr. 95, ht-
tps://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_190_esp.pdf 
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dual que implica el derecho de cada miembro de una comunidad 
lingüística a comunicarse en su propio idioma con cualquier au-
toridad en cualquier lugar de la República, sea directamente o a 
través de un intérprete proporcionado por el Estado (art. 2.19 de 
la Constitución). La dimensión colectiva que supone que cuan-
do una lengua originaria es predominante en determinada zona 
geográfica del país, dicha lengua, además del castellano, debe ser 
oficial en la referida zona (art. 48 de la Constitución).9 La oficia-
lidad de una lengua originaria conlleva, por ejemplo, a brindar 
servicios de atención al público en esa lengua.  

El Tribunal ha desarrollado significativas líneas jurispruden-
ciales en relación con el derecho reconocido en el artículo 2.19 de  
la Constitución. Verbigracia, en la STC  00367-2016-PHC/TC 
declara fundada la demanda por habeque todostado la vulnera-
ción del derecho del accionante a usar el idioma shipibo conibo y 
dispone que  todos los jueces que tengan a su cargo el trámite de 
procesos constitucionales en los que participen personas que se 
autoidentifiquen como miembros de comunidades indígenas, de-
ben adoptar las medidas necesarias a fin de garantizar su derecho 
a usar su propio idioma a través de un intérprete durante todo el 
trámite del proceso.

Ponemos de relieve que el Tribunal, en la STC  N.° 00367-
2016-PHC/TC, ha declarado una trascendental doctrina juris-
prudencial. Así, sostiene que los jueces constitucionales tienen 
la obligación de garantizar la impartición de justicia en los casos 
que las personas se autoidentifiquen como indígenas, conside-
rando los siguientes principios:  acceso  a  la  justicia   diferen-
ciada, derecho de defensa, pro persona, pro pueblo indígena, no 
discriminación, equidad jurídica, acción afirmativa, trato con 
respeto a la diferencia cultural, no revictimización, protección a 
la identidad e integridad de grupo, y  a ser informado de manera 
adecuada.10

9	 Tribunal Constitucional del Perú. Expediente 0889-2017-PA/TC, senten-
cia del 17 de abril de 2018, fundamentos 8 y 9, https://tc.gob.pe/jurispru-
dencia/2018/00889-2017-AA.pdf 

10	 Tribunal Constitucional del Perú. Expediente 0367-2016-PHC/TC, sen-
tencia 467/2020 del 21 de julio  de 2020, fundamentos 42 y 44, https://
tc.gob.pe/jurisprudencia/2020/00367-2016-HC.pdf 
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En la STC 07731-2013-PHC/TC, el Tribunal declara funda-
da la demanda de habeas corpus y evidencia la relación entre el 
derecho al uso del propio idioma y el derecho de defensa. En ese 
sentido, precisa que para el ejercicio del derecho de defensa es 
necesario que a la recurrente, en su calidad de quechuahablante, 
se le designe un traductor o intérprete. En el caso concreto, deter-
mina que una persona analfabeta y quechuahablante que declara 
su comprensión mínima del español, tiene derecho a que el juez 
penal le proporcione un intérprete con la finalidad de que pueda 
comunicarse correctamente y sin limitaciones, a la par que pueda 
ser oída de la forma más adecuada durante el proceso.11

Resaltamos que el derecho al uso del propio idioma tiene una 
estrecha relación con otros derechos como: acceso a la justicia, 
identidad cultural, igualdad, libre desarrollo de la personalidad, 
entre otros. 

De otro lado, mencionamos la Sentencia 3/2023 emitida en 
el proceso de habeas corpus (Expediente 03703-2019-PHC/TC) 
promovido por el señor Medina Siccos. En este asunto, el Tri-
bunal verifica que la totalidad de diligencias del proceso penal 
seguido en contra del actor, han sido desarrolladas en castellano 
jurídico y observa que no se contó con el apoyo de algún intér-
prete —de manera oficial e íntegra—. Por lo que declara fundada 
la demanda de habeas corpus.

Un aspecto esencial sobre el que repara el Tribunal, en la sen-
tencia 3/2023, es respecto a esta afirmación realizada por el pre-
sidente de la Sala del Poder Judicial: “los miembros del colegiado 
pueden hacer las veces de intérpretes por dominar el quechua”. 
Sobre el particular, el Tribunal sostiene que si bien es cierto,  las 
autoridades o funcionarios públicos —al tener arraigo en deter-
minados lugares—  pueden desempeñarse mediante el castellano 
y el idioma mayoritario de la región en el que se encuentren; sin 
embargo, tratándose de un procedimiento en el que se está dis-
cutiendo la responsabilidad penal de un procesado y que, even-
tualmente, concluirá con una pena tan severa como es la priva-

11	 Tribunal Constitucional del Perú. Expediente 07731-2013-PHC/TC, sen-
tencia del 9 de diciembre de 2015, fundamento 19, https://tc.gob.pe/juris-
prudencia/2017/07731-2013-HC.pdf
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ción de la libertad de una persona, resulta razonable, a la par que 
exigible, que cuente con un intérprete.12 

Observamos que el Tribunal se pronunció sobre el derecho 
al uso del propio idioma no solo en procesos de amparo o habeas 
corpus, sino también en procesos de cumplimiento.  Para ilustrar, 
mencionamos el expediente 06349-2015-PC/TC, en este caso don  
Santiago Manuin Valera y don Wrays Pérez Ramírez  interpusie-
ron  demanda de cumplimiento contra el presidente de la Corte 
Superior de Justicia de  Amazonas, a fin de que se dé cumplimien-
to efectivo a lo dispuesto por el artículo 114, incisos 2 y 3 del 
Nuevo Código Procesal Penal (Decreto Legislativo núm. 957), el 
cual establece la obligación del poder judicial de proporcionar  in-
térpretes  en  todos los procesos penales realizados en dicha Corte 
Superior cuando los procesados pertenezcan a los pueblos indí-
genas awajun-wampis y no entiendan el idioma español o tengan 
dificultad para entenderlo. Alegaron que dicha obligación es una 
manifestación de lo establecido en el artículo 2.19 de la Constitu-
ción. El Tribunal declara fundada la demanda de cumplimiento. 

A nuestro parecer ese incumplimiento afectaba la norma pro-
cesal objeto del proceso e implicaba una afectación grave al con-
tenido constitucionalmente protegido del derecho que tienen los 
recurrentes a expresarse en su propio idioma ante las autoridades 
judiciales. 

El Tribunal, en criterio que compartimos, considera que si 
la autoridad jurisdiccional carece absolutamente de un servicio 
permanente y potencial de intérpretes que permitan expresarse  
a los procesados en un idioma conocido por ellos o si dicho ser-
vicio es meramente contingente y sujeto a interrupciones, no se 
cumple de manera efectiva el mandato de los incisos 2 y 3 del 
artículo 114 del Código Procesal Penal, y del artículo 2.19 de la 
Constitución.13 

12	 Tribunal Constitucional del Perú. Expediente 03703-2019-PHC/TC, sen-
tencia  3/2023 del 6 de diciembre de 2022, fundamento 29, https://tc.gob.
pe/jurisprudencia/2023/03703-2019-HC.pdf 

13	 Tribunal Constitucional del Perú. Expediente 06349-2015-PC/TC, sen-
tencia 390/2020 del 14 de julio de 2020, fundamento 8, https://tc.gob.pe/
jurisprudencia/2020/06349-2015-AC.pdf
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Esta sentencia es emblemática porque concretiza el obje-
to del proceso de cumplimiento referido a que se cumpla una 
disposición y evidencia la dimensión subjetiva de este proceso 
constitucional, que se traduce en la protección de los derechos 
lingüísticos de los pueblos indígenas, en específico el derecho 
a usar su propio idioma ante cualquier autoridad mediante un 
intérprete. Todo ello incide no solo en el ejercicio efectivo del 
citado derecho, sino de otros, como el derecho de defensa y el 
derecho de acceso a la justicia. 

Por otra parte, evidenciamos que pese a la existencia del 
mandato constitucional del artículo 48 de la Constitución, des-
de el año 1993, este no se concretaba en la realidad. Recién el 
5 de julio de 2011 se publica la Ley 29735, que regula el uso, 
preservación, desarrollo, recuperación, fomento y difusión de 
las lenguas originarias del Perú. Posteriormente, se aprueba su 
reglamento mediante el Decreto Supremo 004-2016-MC, publi-
cado el 22 de julio de 2016.  Este marco normativo no implicó 
cambios significativos en la materialización del derecho a que el 
Estado haga oficiales las lenguas originarias allí donde resultan 
predominantes.

Bajo este contexto, en 2018 el Tribunal sienta un hito impor-
tante al declarar un estado de cosas inconstitucional en relación 
con la ausencia de una efectiva vigencia del derecho a que el Esta-
do se comunique oficialmente también en lenguas originarias, en 
las zonas del país donde ellas son predominantes, tal como lo exi-
ge el artículo 48 de la Constitución (STC 0889-2017-PA/TC).14

Agregado a ello, se estableció diversas acciones a realizar por 
parte de las entidades públicas y privadas que prestan servicios 
públicos. Así, se ordenó que el Ministerio de Educación en un 
plazo no mayor a 6 meses contado a partir de la fecha de publica-
ción de la STC 0889-2017-PA/TC (Caso María Antonia Díaz Cá-
ceres de Tinoco) elabore y publique el Mapa Etnolingüístico del 
Perú, tal como lo ordena el artículo 5.1 de la Ley 29735, a efectos 
de que se determine qué lenguas originarias y en qué zonas del 
país resultan predominantes y, por ende, también oficiales.

14	 Tribunal Constitucional del Perú. Expediente 0889-2017-PA/TC�, cit., fun-
damentos 8 y 9.
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Mediante acuerdo del Pleno del Tribunal Constitucional, de 
fecha 21 de mayo de 2020, se dispuso someter el citado caso al 
procedimiento de supervisión de cumplimiento de sentencias del 
Tribunal.  Finalmente, el Tribunal expidió el auto de fecha 17 de 
diciembre de 2020, que declara que el Ministerio de Educación  
cumplió con el mandato de elaborar y publicar el Mapa Etnolin-
güístico del Perú, pues  mediante Decreto Supremo 011-2018-MI-
NEDU se aprobó  dicho mapa etnolingüístico que se erige como 
la principal herramienta de planificación que permite identificar 
y determinar la predominancia de una lengua originaria y la ade-
cuada toma de decisiones en materia de uso, preservación, desa-
rrollo, recuperación, fomento y difusión de esta lengua.

IV. El derecho al uso del propio idioma  
y su incidencia en el acceso a la justicia

El acceso a la justicia en el Perú enfrenta diversas barreras: i) las 
institucionales, que afectan a todas las personas; ii) las sociales, 
que perjudican a determinados grupos sociales, especialmente 
los grupos vulnerables; y, iii) las económicas que afectan las tran-
sacciones y el desarrollo.15 

Nos centraremos en las barreras sociales, siendo una de ellas: 
la barrera lingüística. El Perú es un país multilingüe; sin embargo, 
la posibilidad de que las personas que hablan idiomas distintos al 
castellano puedan expresarse en su lengua originaria durante un 
proceso judicial, afronta múltiples obstáculos, por ejemplo, no 
se cuenta con suficientes intérpretes. Esto dificulta el acceso a 
la justicia y genera situaciones de exclusión, marginación y des-
igualdad.

La barrera lingüística, así como las complejidades del sistema 
judicial desaniman a los indígenas a acceder al aparato jurisdiccio-
nal. Gran parte de los que acuden a los tribunales de justicia no en-
tienden el español y los tecnicismos legales, lo que dificulta la ex-
posición adecuada de sus problemas a la autoridad jurisdiccional.  

15	 Bhansali, Lisa, “Justicia”, en Giugale, Marcelo et al. (coords.), Perú. La opor-
tunidad de un país diferente: próspero, equitativo y gobernable, Lima, Banco 
Mundial, 2006, p. 793.
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El derecho al uso del propio idioma consagrado en el artículo 
2.19 de la Constitución tiene como objetivo preservar la identi-
dad cultural de las personas y asegurar el respeto de los derechos 
culturales y las garantías mínimas de las partes en un proceso a 
fin de que puedan ejercer, de manera efectiva, sus derechos fun-
damentales siendo uno de ellos el derecho de acceso a la justicia. 

En el Perú, en muchas ocasiones, hablar una lengua originaria 
es motivo de discriminación. Diversos estereotipos y prejuicios 
son la base de una minusvaloración de la persona que busca co-
municarse en su lengua originaria. Esta discriminación estructu-
ral impide superar las brechas sociales relacionadas con el acceso 
a la justicia.

Al respecto, el Tribunal en la STC 0889-2017-PA/TC mani-
fiesta que todo acto u omisión que constituya una discriminación 
por el uso de un idioma propio distinto al castellano en el ámbito 
público, en las zonas donde aquel predomina, no resulta consis-
tente con la Constitución, pues es un impedimento para que las 
personas tengan acceso a los servicios del Estado.16 

Sobre la materia abordada, se pronuncia la Corte IDH en nu-
merosa jurisprudencia. Verbigracia, en el caso Tiu Tojín vs. Gua-
temala, considera que para garantizar el acceso a la justicia de las 
víctimas y que la investigación de los hechos se realice con la de-
bida diligencia, sin obstáculos y sin discriminación; el Estado de 
Guatemala debe asegurar que las personas puedan comprender 
y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, 
facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin.17 

En la misma perspectiva, en los casos Fernández Ortega y 
otros vs. México;18 y Rosendo Cantú y otra vs. México, la Corte IDH 
indica que: “la imposibilidad de denunciar y recibir información 
en su idioma en los momentos iniciales implicó […] un trato que 

16	 Tribunal Constitucional del Perú. Expediente 0889-2017-PA/TC�, cit., fun-
damento 19. 

17	 Corte IDH. Caso Tiu Tojín vs. Guatemala�, cit., párr. 100.
18	 Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros vs. México. Excepción Preliminar, 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 30 de agosto de 2010. Serie 
C, núm. 215, párr. 201, https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_215_esp.pdf 
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no tomó en cuenta la situación de vulnerabilidad […] basada en 
su idioma y etnicidad, implicando un menoscabo de hecho injus-
tificado en su derecho de acceder a la justicia”.19

En la Opinión Consultiva OC-16/99, la Corte IDH sostie-
ne que la presencia de condiciones de desigualdad real obliga a 
adoptar medidas —siendo una de ellas, proveer de traductor— 
que contribuyan a reducir o eliminar los obstáculos y deficien-
cias que impidan o reduzcan la defensa eficaz de los propios inte-
reses.  Enfatiza que, si no existieran esos medios, difícilmente se 
podría decir que quienes se encuentran en condiciones de des-
ventaja disfrutan de un verdadero acceso a la justicia y se benefi-
cian de un debido proceso legal en condiciones de igualdad con 
quienes no afrontan esas desventajas.20  

Finalmente, manifestamos que es necesario el compromiso y 
la participación de múltiples actores para enfrentar los desafíos 
que nos presenta esta problemática compleja, y, eliminar defini-
tivamente la barrera lingüística. 

V. Conclusiones

El acceso a la justicia es un derecho fundamental y un derecho 
humano, su contenido es amplio; y, supone la posibilidad de ac-
ceder —de manera efectiva y real— a la jurisdicción para obtener 
un pronunciamiento basado en derecho y en el marco de un pro-
ceso con las respectivas garantías procesales. 

Para el ejercicio eficaz del derecho de acceso a la justicia es 
necesario que el seno de un proceso se nombre intérprete a aque-
lla persona que tiene como idioma uno distinto al castellano.  Un 
proceso —para alcanzar sus fines— debe reconocer y resolver 

19	 Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 31 de agosto de 2010. Serie 
C, núm. 216, párr. 185, https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_216_esp.pdf

20	 Corte IDH.  OC-16/99. Solicitada por los Estados Unidos Mexicanos. Opi-
nión Consultiva del 1 de octubre de 1999. Serie A, núm. 27, párr. 19, ht-
tps://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_16_esp.pdf   
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factores de desigualdad de quienes acceden a los órganos juris-
diccionales. 

La Constitución del Perú trata los derechos lingüísticos y su 
relación con el accionar del Estado, desde una doble perspectiva: 
la individual (art. 2.19 de la Constitución) y la colectiva (art. 48 
de la Constitución).

El derecho al uso del propio idioma tiene como objetivo pre-
servar la identidad cultural de las personas y asegurar el respeto 
de los derechos culturales y las garantías mínimas de las partes 
en un proceso a fin de que puedan ejercer, de manera efectiva, 
sus derechos fundamentales siendo uno de ellos el derecho de 
acceso a la justicia. 

El acceso a la justicia en el Perú enfrenta tres clases de barre-
ras:  las institucionales, las sociales, y las económicas. Una de las 
barreras sociales que urge eliminar es la barrera lingüística. 
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